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           San Luis Potosí, S.L.P., trece de abril de dos mil veintiuno.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0243/2020-3, promovido por ********** contra actos de la Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; Inspectores adscritos a la Dirección General de Gobernación; y, Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de catorce de julio de dos mil veinte, previo cumplimiento del requerimiento formulado por auto de fecha cuatro de marzo de dos mil veinte, se tuvo por recibido escrito firmado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; ********** y ********** Inspectores adscritos a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad de los siguientes actos: “1.- A José Roberto González Rubio, Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le reclamo la nulidad de: a) La Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación contenida en su oficio ********** de fecha incierta, pero aparentemente 21 o 27 de diciembre de 2019; b) La resolución de fecha 13 de enero de 2020 por medio de la cual resuelve de la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta Circunstanciada ********** c) El Oficio de fecha 13 de enero de 2020, identificado bajo el número ********** que dirigió al Lic. Daniel Pedroza Gaytán como Secretario de Finanzas, con el propósito de hacer efectiva la multa impuesta “al titular de la licencia y propietario de dicho establecimiento” sito en calle ********** San Luis Potosí, S.L.P., por la cantidad de ********** pesos; d) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 2.- A ********** Inspector Adscrito a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le reclamo la nulidad de: a) El Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** que levantó en fecha aparentemente “21” o “71” del mes de diciembre de 2019 en el domicilio ubicado en la calle de ********** aparentemente ********** en el ********** de esta ciudad. b) El nombramiento de “testigos” que realizó la persona de los diversos Inspectores Adscritos a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, los señores ********** y ********** dentro de la diligencia de Inspección, Vigilancia y Verificación, contenida en el Acta que se menciona en el inciso anterior; c) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 3.- Al Lic. Daniel Pedroza Gaytán, Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le reclamo la nulidad de: a) La cumplimentación que realice al mandato que le giró José Roberto González Rubio, Director General de Gobernación, en su Oficio de fecha 13 de enero de 2020, identificado bajo el número ********** para que hiciera efectiva la multa impuesta “al titular de la licencia y propietario de dicho establecimiento” sito en calle ********** San Luis Potosí, S.L.P., por la cantidad de ********** pesos; b) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados, especialmente cualquier requerimiento de pago, embargo, secuestro o ejecución y remate de bienes propiedad del suscrito. 4.- A ********** Inspector Adscrito a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le reclamo la nulidad de: a) La aceptación del cargo de testigo en la diligencia contenida en la ya mencionada Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** que levantó el Inspector J********** así como la intervención en ella como testigo y la firma correspondiente que estampó en ella. b) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 5.- A **********Inspector Adscrito a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le reclamo la nulidad de: a) La aceptación del cargo de testigo en la diligencia contenida en la ya mencionada Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** que levantó el Inspector ********** así como la intervención en ella como testigo y la firma correspondiente que estampó en ella. b) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 6.- A todas y cada una de las cinco anteriores autoridades mencionadas, les reclamo la nulidad de su infundada e inmotivada premisa consistente en que en el domicilio ubicado en la calle de **********de esta ciudad, existe un “negocio”, “establecimiento”, “comercio” o cualquier otro género de negociación comercial.”; manifestando que tuvo conocimiento de tales actos el dieciséis de enero de dos mil veinte; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de primero de septiembre de dos mil veinte se tuvo a las autoridades demandadas, Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y Director General de Gobernación, por contestando la demanda instaurada en su contra; se ordenó correr traslado al actor con sus escritos de contestación, se le concedió el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera, en cuanto a los diversos demandados ********** y ********** quienes dijeron ostentarse en carácter de Inspectores adscritos a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación, se les tuvo por no contestando la demanda instaurada en su contra; por tanto, se les hizo efectivo el apercibimiento decretado en el auto de fecha catorce de julio de dos mil veinte y en consecuencia, se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, en virtud de que omitieron exhibir copia certificada del nombramiento con el que acreditaran el carácter con que dijeron comparecer a juicio; en el propio auto se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se ordenó girar oficios al Titular de la Secretaría de Finanzas, y al Titular de la Dirección de Comercio del Municipio de San Luis Potosí, para que en el plazo de tres días, remitieran a este Tribunal los informes ofrecidos como prueba por la parte actora. Por proveído de ocho de octubre de dos mil veinte, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas y al Director de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por contestando los informes que les fueron solicitados, dejándose a la vista de la parte actora para que manifestara lo que a su derecho convenga, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La que fue celebrada el seis de noviembre de dos mil veinte, con asistencia de la autorizada de la parte actora; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza, y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes; y, se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones I, III, V y VI, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse una controversia suscitada ente un particular y autoridades administrativas del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción. 
SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la exhibición de los actos impugnados en este juicio de nulidad; documentos visibles en fojas 60 a 75 de este sumario.

La personalidad de las autoridades demandadas, Secretario de Finanzas, quien compareció por conducto del  Procurador Fiscal; y Director General de Gobernación; se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues exhibieron copia certificada de los nombramientos expedidos a su favor que obran en fojas 92, 93, 115 y 116 del expediente en el que se actúa, respectivamente, conforme a lo dispuesto por el artículo 220 del citado Código Procesal.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
En el caso de las autoridades demandadas, ********** y ********** Inspectores adscritos a la Dirección General de Gobernación; se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, según consta en el auto de fecha primero de septiembre de dos mil veinte, en razón de que omitieron exhibir copia certificada de los nombramientos con los que acreditaran el carácter con que dijeron comparecer a juicio, como lo exige el artículo 220 del Código Procesal Administrativo en consulta. 

TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos:

Del Director General de Gobernación.

a) La Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación contenida en su oficio ********** de fecha incierta, pero aparentemente 21 o 27 de diciembre de 2019;
b) La resolución de fecha 13 de enero de 2020 por medio de la cual resuelve de la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta Circunstanciada ********** 
c) El Oficio de fecha 13 de enero de 2020, identificado bajo el número ********** que dirigió al Secretario de Finanzas, con el propósito de hacer efectiva la multa impuesta “al titular de la licencia y propietario de dicho establecimiento” sito en calle ********** San Luis Potosí, S.L.P., por la cantidad de ********** pesos; 
d) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados.” 

De ********** Inspector Adscrito a la Dirección General de Gobernación. 
a) El Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** que levantó en fecha aparentemente “21” o “71” del mes de diciembre de 2019 en el domicilio ubicado en la calle de ********** aparentemente ********** en el ********** de esta ciudad.
b) El nombramiento de “testigos” que realizó la persona de los diversos Inspectores Adscritos a la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, los señores ********** y ********** dentro de la diligencia de Inspección, Vigilancia y Verificación, contenida en el Acta que se menciona en el inciso anterior; 
c) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 

Del Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

a) La cumplimentación que realice al mandato que le giró José Roberto González Rubio, Director General de Gobernación, en su Oficio de fecha 13 de enero de 2020, identificado bajo el número ********** para que hiciera efectiva la multa impuesta “al titular de la licencia y propietario de dicho establecimiento” sito en calle ********** San Luis Potosí, S.L.P., por la cantidad de ********** pesos; 
b) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados, especialmente cualquier requerimiento de pago, embargo, secuestro o ejecución y remate de bienes propiedad del suscrito. 

De ********** y ********** Inspectores Adscritos a la Dirección General de Gobernación. 
a) La aceptación del cargo de testigo en la diligencia contenida en la ya mencionada Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** que levantó el Inspector ********** así como la intervención en ella como testigo y la firma correspondiente que estampó en ella. 
b) Todas y cada una de las consecuencias que de hecho y de Derecho generen los anteriores actos reclamados. 

De todas y cada una de las cinco autoridades mencionadas.

La infundada e inmotivada premisa consistente en que en el domicilio ubicado en la calle de **********de esta ciudad, existe un negocio, establecimiento, comercio o cualquier otro género de negociación comercial.
CUARTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 7 a 33 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”
[Énfasis añadido]
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con registro 221332, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, que dice:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada Secretario de Finanzas, en su escrito de contestación, hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción XI y 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  en relación con la excepción de falta de legitimación pasiva que opuso, señalando que esa autoridad no emitió ni intervino en ninguno de los actos impugnados en este juicio de nulidad, ya que tanto el acto que originó el presente juicio como la resolución impugnada fueron emitidos por el diverso demandado Director General de Gobernación.
Sin que le asista la razón a esta demandada, pues entre los actos impugnados en este juicio de nulidad se encuentra el oficio ********** dirigido al Secretario de Finanzas, con el propósito de hacer efectiva la multa impuesta al titular de la licencia y propietario del establecimiento ubicado en calle ********** de esta ciudad, por lo que sí hay intervención de la Secretaría de Finanzas demandada, ello ante la inminente ejecución del oficio de referencia; en consecuencia, no es procedente la excepción en estudio.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atendiendo al principio de exhaustividad de las sentencias, se tiene la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para la parte actora y, solo en el evento de estimarlos infundados, pronunciarse sobre conceptos de impugnación que lleven a declarar una nulidad para efectos. 

Sirve de sustento a lo anterior la siguiente Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías..- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

En ese tenor, por cuestión de método y técnica jurídica, se entra al estudio del Primer concepto de impugnación, en razón de que en él se combate la competencia del Director General de Gobernación para emitir la orden de inspección impugnada, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es de oficio y preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Así las cosas, se procede al estudio del citado concepto de impugnación, en la parte que se impugna la competencia de la autoridad que emitió la orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación impugnada, y que medularmente refiere:

“PRIMERO. - …”

“…el citado Director General de Gobernación debió abstenerse de no expedir ni ordenar su diligenciación, de la orden de visita e Inspección, Vigilancia y Verificación que emitió el “21” de diciembre de 2019… porque en ella actúo más allá de las facultades que la CONSTITUCIÓN FEDERAL LE CONCEDE y por tanto, actúo sin competencia, transgrediendo el artículo 16 de la misma.”

“… La norma constitucional es clara al establecer que la práctica de la visita domiciliaria, “únicamente” puede ser para el efecto de cerciorarse que se han cumplido LOS REGLAMENTOS sanitarios y de policía… en la Orden de Visita e Inspección ********** el Director de Gobernación adujo que la emitía con “objeto o propósito de comprobar el cumplimiento de obligaciones a que está afecto como sujeto en materia de bebidas alcohólicas, establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.”.”

“Con lo anterior, puede verse que el actuar de dicho Director General de Gobernación, está fuera de la Constitución y por ende, carece de competencia para emitir órdenes que tengan por objeto comprobar el cumplimiento de las disposiciones DE UNA LEY…”

“…aún y cuando el Director General de Gobernación pretende fundamentar su actuar en diversos dispositivos de la mencionada Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, lo cierto es que tal fundamentación es contraria a la Carta Magna, como igualmente resulta inconstitucional, el artículo 196 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque tal precepto IGUALMENTE SE EXTRALIMITA Y PRETENDE REBASAR LA MÁXIMA LEY DEL PAÍS, por lo que expresamente invoco la nulidad de ese artículo 196…”
Argumentos que resultan infundados, toda vez de que el Director General de Gobernación quien emitió la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación impugnada, sí tiene competencia para tal efecto, ello de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3º, 10 fracciones VII y XXI, 13 fracciones XIV, XV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, en relación con los numerales, 5º, 7º fracción V de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; 196 y 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, donde se definen las atribuciones de dicha autoridad y se le faculta, específicamente para emitir las ordenes de visita e inspección como la que nos ocupa, numerales en comento, que además fueron citados de manera expresa en el segundo párrafo este acto impugnado.

En consecuencia, la orden de visita e inspección impugnada fue emitida por una autoridad facultada para ello, cumpliendo con el requisito de fundamentación, al mencionar de manera expresa los preceptos legales que le otorgan competencia, cuya constatación resulta evidente y puede entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica; por lo que, de acuerdo con el último criterio de jurisprudencia emitido en materia de fundamentación de la competencia de las autoridades administrativas; se tiene como suficiente la fundamentación contenida en la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** 

Resulta aplicable a lo anterior, la Jurisprudencia por reiteración XXIII.1º. J/1 A (10ª.), emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, del mes de Febrero de 2020, Libro 75, Tomo III, página 2147, Décima Época,  con registro 2021656, que dice:

“FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005.- Si bien es cierto que en la jurisprudencia citada, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que para cumplir con el principio de fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que la autoridad administrativa precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, para lo cual debe citar, en su caso, el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente y, si el ordenamiento no lo contiene y se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; así como que esa exigencia tiene como propósito que el particular afectado tenga el conocimiento y la certeza de que la autoridad que invade su esfera de derechos lo hace con apoyo en una norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido y, a la vez, que puede cuestionar esa atribución o la forma en que se ejerció, también lo es que dicha obligación no constituye un dogma que obligue a las autoridades a exponer en sus actos, fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulte evidente, y puedan entenderse con facilidad mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica.”

[Énfasis añadido]

De ahí que tampoco le asista la razón al actor al señalar que la fundamentación que se contiene en la orden de inspección, es contraria a la Carta Magna; toda vez que la competencia del Director General de Gobernación para emitir órdenes de inspección como la que nos ocupa, se encuentra establecida en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, y el Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, en relación con lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo para el Estado, disposiciones legales que fueron citadas en el acto en estudio; sin que ello vulnere lo dispuesto en el párrafo décimo sexto del artículo 16 Constitucional, pues la competencia de las autoridades para realizar sus funciones se contiene precisamente, en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que les otorgue la atribución ejercida, como en el caso se trata de la emisión de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación impugnada en este juicio de nulidad. 

Sin que sea procedente realizar pronunciamiento respecto de la Constitucionalidad de la Ley de Bebidas Alcohólicas y del artículo 196 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que este Tribunal está impedido para conocer sobre cuestiones de inconstitucionalidad de leyes, pues es facultad exclusiva del Poder Judicial de la Federación pronunciarse al respecto. 

Resulta aplicable la Jurisprudencia I.4o.A. J/41, pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 1656, Tomo XXII, Agosto de 2005, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 177591, que dice:
“INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. DE ACUERDO A ELLA LOS TRIBUNALES ORDINARIOS PUEDEN CALIFICAR EL ACTO IMPUGNADO Y DEFINIR LOS EFECTOS QUE SE DEDUCEN DE APLICAR UN PRECEPTO DECLARADO INCONSTITUCIONAL. El artículo 133 de la Constitución Federal dispone: "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.". Lo anterior significa que deben nulificarse o dejar sin efectos las leyes o los actos que violenten lo dispuesto en la Constitución, pues los principios, valores y reglas que el propio ordenamiento consagra deben prevalecer con supremacía y en todo tiempo. Por tanto, si un precepto legal contraviene lo estipulado en la Constitución debe declararse su inconstitucionalidad en términos de los procedimientos respectivos, dando pauta así a la integración de la jurisprudencia, o bien, si se trata de un acto de autoridad que se fundamente en una ley declarada inconstitucional, debe nulificarse u ordenarse que cesen sus efectos. Asimismo, en virtud del principio de supremacía constitucional consagrado en el artículo que se comenta, los legisladores deben expedir las leyes ordinarias con apego al Máximo Ordenamiento que opera como limitante de la potestad legislativa, de manera que cuando una ley admita dos o más interpretaciones que sean diferentes y opuestas, debe recurrirse a la "interpretación conforme" a la Constitución Federal, que debe prevalecer como la interpretación válida, eficaz y funcional, es decir, de entre varias interpretaciones posibles siempre debe prevalecer la que mejor se ajuste a las exigencias constitucionales dado que es la normatividad de mayor jerarquía y que debe regir sobre todo el sistema normativo del país. Es cierto que los tribunales ordinarios no pueden pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley pues, por una parte, su esfera competencial se circunscribe al estudio de la legalidad del acto ante ellos impugnado y, por otra, los únicos órganos jurisdiccionales que tienen competencia para hacerlo son los del Poder Judicial de la Federación. Sin embargo, aquéllos pueden calificar el acto impugnado y definir los efectos que se deducen de aplicar un precepto declarado inconstitucional de acuerdo a la "interpretación conforme", a fin de lograr que prevalezcan los principios y valores consagrados a nivel constitucional.”
Precisado lo anterior y, toda vez que su análisis es de estudio preferente, se entra al estudio del inciso J) del Cuarto concepto de impugnación, específicamente lo que hace valer contra de la Orden de Visita de Inspección, Vigilancia y Verificación combatida, que constituye el origen de los demás actos impugnados en este juicio de nulidad, lo que se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas ofrecidas que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que señala en forma medular lo siguiente:

“CUARTO.-...”

“J).- ...la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación emitida por el Director General de Gobernación, transgrede el artículo 165 fracción IV del Código Procesal Administrativo, ya que la misma no tiene señalada con claridad y con apego a la seguridad jurídica e indubitabilidad que debe revestir a todos los actos administrativos, LA FECHA DE EMISIÓN de tal orden de visita, pues si se lee el último párrafo del oficio que la contiene, ahí se observa que dice haber sido expedida el día “21” o bien podría ser el “27” del mes de diciembre del año 2019, pero lo cierto es que lo ahí asentado es confuso...”

[Énfasis añadido]

Del estudio del concepto de impugnación citado, en la parte que se transcribe resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad de los actos impugnados.
Lo anterior es así, pues del contenido de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** emitida por el Director General de Gobernación, visible en fojas 60 y 61 de este expediente se advierte, que entre otros datos, la fecha de emisión no se asentó con apego a la legalidad; ello es así, pues se observa que los datos a verificar en la visita, los nombres de los inspectores, fundamentos legales, así como el carácter de la autoridad emisora, se encuentran impresos de manera normal en el documento expedido; y los espacios donde debe contenerse la fecha en que se emite, el domicilio del inmueble a visitar, y el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, aparece realizados con un tipo de letra diferente al del texto del documento en comento; de tal suerte que resulta imposible estimar, que la orden de inspección, fue elaborada y expedida completamente por el Director General de Gobernación, circunstancia que hace presumir fundadamente que fue el propio Inspector quien plasmó en la orden esos datos; lo que permite arribar a la conclusión de que en la orden de inspección que constituye el origen sobre el cual se determinó la infracción y las sanciones contenidas tanto en el Acta de Inspección Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** como en la Resolución de fecha diez de enero de dos mil veinte, impugnados en este juicio de nulidad, la autoridad emisora incurrió en omisiones de las formalidades esenciales del procedimiento y con los elementos y requisitos del acto administrativo de que se trata; contraviniendo con ello, las garantías y derechos fundamentales de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, según lo ordenado por los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los numerales 164 fracciones I y V, y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Ello es así, pues en la parte superior izquierda de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación en estudio, donde quedó asentado el nombre y domicilio del establecimiento donde se llevó a cabo la visita, se advierte que el nombre del destinatario se encuentra con un tipo de letra diferente; y en la parte inferior de la segunda hoja, donde aparece la hora, día, mes y año de expedición, claramente se observa que los números que corresponden a la hora y día como es “10:00” y “21”, fueron colocados en espacios en blanco, ello es así, pues aparecen con diferente tipo de letra; además de que entre las palabras “las” y “horas” el número de la hora “10:00”, aparece en un espacio en blanco; y en relación con el número “21”, se encuentra colocado de igual manera en un espacio en blanco, entre las palabras “día” y “del”; de ahí se concluye que fueron puestos con posterioridad a la emisión del documento, y por persona diversa de quien suscribió la orden; lo que, corresponde a inobservancia de los elementos y requisitos del acto administrativo, relacionados con el visitado, su domicilio, y fecha de emisión del acto.

Por tanto, se tiene plenamente demostrada la ilegalidad de este acto impugnado, al adminicular la Documental en estudio con la Presuncional Legal y Humana, y ésta vinculada con la Confesión Ficta, en cuyo caso la presunción legal no admite prueba en contrario al encontrarse tasada en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo, dado que las autoridades demandadas Inspectores adscritos a la Dirección General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, no dieron contestación a la demanda de manera oportuna, actualizando tal circunstancia en perjuicio de la Dirección General de Gobernación.
Efectivamente, cabe destacar que el actor ofreció como prueba la Presuncional legal y humana, de la cual esta Sala advierte la existencia de la presunción legal derivada de la Confesión ficta en que incurrieron las demandadas Inspectores adscritos a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, ante la falta de contestación de la demanda instaurada en su contra; lo que generó que conforme lo establecido en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado, mediante auto de fecha primero de septiembre de dos mil veinte, se les tuviera por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así las cosas, la Confesión ficta en comento deriva de la falta de contestación oportuna del escrito de demanda por parte de los Inspectores demandados; en tal virtud, es procedente se les tenga por afirmando y confirmando la ilegalidad del acto impugnado que les atribuye la parte actora, ya que no existe prueba en contrario que lo desvirtué; máxime que de acuerdo con lo previsto por el artículo 378 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria, no se admitirá prueba contra la presunción legal; a tal efecto y para mayor claridad, se transcriben el numeral 241 párrafos primero y segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como el artículo 378 del supletorio Código Procesal Civil, que a la letra dicen: 

“ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. En este supuesto, la Sala dará vista al superior jerárquico, a la Contraloría General del Estado, o bien, al Congreso del Estado, según corresponda, para determinar responsabilidades al funcionario o autoridad demandada.” 
“Si al producir en tiempo la contestación de la demanda, la parte demandada no se refiere a todos y cada uno de los hechos de la misma, los omitidos se considerarán presuntivamente ciertos, salvo prueba en contrario. De lo cual también se actuará en consecuencia, para los efectos precisados en el párrafo precedente. …”
“ART. 378.- No se admitirá prueba contra la presunción legal cuando la Ley lo prohíba expresamente, o cuando el efecto de la presunción sea anular un acto o negar una acción, salvo el caso en que la Ley haya reservado el derecho de probar.”

[Énfasis añadido]

En consecuencia, el acto impugnado consistente en Orden de Inspección, Vigilancia y Verificación ********** no cumple, los elementos y requisitos de formalidad establecidos para este tipo de actos, como es que las órdenes en mención se encuentren en forma escrita, en las que deberán precisarse los objetos y alcances de la visita, asimismo las disposiciones legales que las fundamenten, lo que conlleva a que se precise el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, el domicilio del establecimiento, el lugar o zona que ha de verificarse, el nombre de los inspectores autorizados, el giro y la fecha; circunstancias que se reitera, no todas constan en el documento en estudio, pues el mismo se trata de un formato preimpreso para efectuar posteriormente el llenado de espacios en blanco, en los que por ende, quedan asentados dos tipos de letra notoriamente distintos; infringiendo lo ordenado por el artículo 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, que en la parte que interesa establece:

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;…”

Sin que sea óbice, el hecho de que la ley no prohíba que la orden de inspección, se realice en forma impresa a través de computadora o máquina de escribir, o bien, en manuscrito, pues la omisión de asentar los datos a que se ha hecho referencia con el mismo tipo de letra utilizado en las órdenes impugnadas, permite arribar válidamente a la conclusión de que las autoridades emisoras de las mismas, incurrieron en omisiones de las formalidades esenciales del procedimiento y con los elementos y requisitos del acto administrativo de que se trata; vulnerando así, lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumpliendo con las formalidades exigidas por los artículos 164 fracciones I y IV, 165 fracciones I y IV, 197 y 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 36 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; preceptos legales que a la letra refieren:

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

...IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;...”

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

...IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;...”

ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten
ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.

[Énfasis añadido]

Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí
“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;...”

[Énfasis añadido]

En esa tesitura, se desprende que los actos administrativos como el que nos ocupa, debe reunir para su validez, los elementos y requisitos de formalidad establecidos en los numerales antes citados, de lo que se deriva que las órdenes de visita e inspección, vigilancia y verificación, se expidan desde su origen en forma escrita, en las que deberán precisarse los objetos y alcances de la visita, asimismo las disposiciones legales que las fundamenten, precisando el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, así como el domicilio del lugar o zona que ha de verificarse, el nombre del inspector autorizado y la fecha de emisión; circunstancias que como se ha dicho, no todas constan en la orden impugnada, pues la misma se trata de un formato preimpreso en el que se efectúa el llenado de espacios en blanco, en los que por ende, deban quedar asentados dos tipos de letra notoriamente distintos, en el cual uno correspondería a elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado; lo que vulnera en perjuicio del actor, las garantías y derechos fundamentales de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, vinculados con los demás preceptos legales transcritos anteriormente; dado que resulta ilógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita e inspección, vigilancia y verificación, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, manuscrita, de máquina de escribir o de computadora, según sea el caso; y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emanen órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden, pero incompetente para emitirla. 
En ese orden de ideas, le asiste razón al promovente para decretar la NULIDAD de la orden de  Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** emitida por el Director General de Gobernación, que obra en fojas 19 y 20 de este sumario; por carecer de las formalidades establecidas en los numerales 164 fracciones I y IV, 165 fracciones I y IV, 197 y 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.

Tienen aplicación la tesis de Jurisprudencia XVI.4o. J/3, emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del mes de Diciembre de 2000, Tomo XII, página 1262, Novena Época, con registro 190702, que dice:

“ÓRDENES DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES. NO ES LEGAL QUE POSTERIORMENTE A SU EMISIÓN SE LLENE UN ESPACIO DEJADO EN BLANCO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO. Las órdenes de visita para la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, como todo acto de molestia, tienen su fundamento en el artículo 16 constitucional, por lo que, conforme a ese dispositivo, tales mandatos deben constar por escrito y provenir de autoridad competente. De tal suerte, si al expedir y suscribir un mandato de tal naturaleza se señalan en letra impresa el domicilio, el contribuyente y el objeto de la revisión, dejando un espacio en el que con letra manuscrita se consigna el día en que ese mandato deberá verificarse, ello evidencia que ese apartado fue llenado por el visitador encargado de realizar el acto, toda vez que no es factible considerar que se trate de un formato preimpreso, cuando en el documento sí se asentó con caligrafía de molde el domicilio, nombre del gobernado y objeto de la visita, y exclusivamente se dejó para llenar a mano el día de la verificación; de ahí que la orden deba considerarse violatoria del aludido precepto constitucional, ya que dicho visitador carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse al cabo, pues sus atribuciones se constriñen a cumplimentar el referido mandato y en ningún caso puede requisitar algún elemento de la orden de verificación. ...”

Dado que la Orden en comento, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos, todos los actos derivados de ésta, o que se apoyen en ella, o que en alguna forma estén condicionados por ella, también son ilegales por su origen, ya que son accesorios de la principal, por lo cual es procedente declarar su ilegalidad y nulidad lisa y llana; en tal virtud, los demás actos derivados de ese procedimiento, como son, el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número ********** de fecha 21 de diciembre de 2019; la Resolución Administrativa de fecha 13 de enero de 2020, emitida por el Director General de Gobernación, en la cual resuelve la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada ********** y, el oficio ********** de fecha 13 de enero de 2020, dirigido al Secretario de Finanzas; son actos administrativos que resultan ilegales y viciados desde su origen, por el ilegal acto que los generó, en virtud de que la legalidad del primer acto que les dio origen, es indispensable para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, No. Registro: 252,103, Materia(s): Común, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 121-126 Sexta Parte, Tesis:, Página: 280. 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal..”
Sin que proceda declarar la nulidad del diverso acto impugnado, que hizo consistir en “la infundada e inmotivada premisa consistente en que en el domicilio ubicado en la calle de **********de esta ciudad, existe un negocio, establecimiento, comercio o cualquier otro género de negociación comercial”; en razón de que no existe en autos prueba alguna con la que se demuestre que el uso que se da al inmueble de referencia sea diferente al de un negocio, establecimiento, comercio o cualquier otro género de negociación comercial.
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes tanto en: 1.- La Orden de Visita e Inspección Vigilancia y Verificación ********** emitida por el Director General de Gobernación; 2.- El Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** levantada por el Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación el veintiuno de diciembre de dos mil diecinueve; 3.- La Resolución de fecha trece de enero de dos mil veinte, dictada por el Director General de Gobernación del Estado en la cual resuelve la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada ********** y, 4.- El Oficio ********** de fecha 13 de enero de 2020, dirigido al Secretario de Finanzas; y por consecuencia, se decreta la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Es preciso señalar que el concepto de impugnación referido se atendió con base en el principio de mayor beneficio para el demandante; por lo que, en tales circunstancias, es ocioso el estudio de los restantes conceptos de impugnación manifestados por la parte actora, ya que aun y cuando resultaren fundados, no mejorarían los beneficios obtenidos en la presente resolución.
Para lo cual, con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan.

Por única ocasión notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 147/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal. 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracciones I, III, V y VI, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 241, 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha derivado de cargas de trabajo, así como por suspensión de actividades jurisdiccionales debido a la pandemia denominada COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
